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Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

 

RESOLUCIÓN 

 En San Juan, Puerto Rico a 10 de diciembre de 2021. 

 Comparece ante este foro el Departamento de la 

Familia y, mediante el recurso de epígrafe, solicita que 

revisemos una Orden emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Caguas, notificada el 25 de 

octubre de 2021.  En virtud del dictamen recurrido, el 

foro primario le ordenó al Departamento de la Familia 

presentar el Informe Final de Cuentas de Tutela, 

correspondiente al periodo en que asumió la tutela del 

Sr. Edwin Rodríguez Ramos (señor Rodríguez Ramos), hasta 

su muerte. 

 Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

DENEGAMOS el certiorari de epígrafe. 

I. 

 El señor Rodríguez Ramos recibió los servicios del 

Departamento de la Familia desde el 9 de julio de 1998, 

fecha en que falleció su tío biológico y padre adoptivo, 

el Sr. Juan Rodríguez Ramos.  Como resultado de una 

declaración de incapacidad emitida el 22 de mayo de 2000, 
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el Departamento de la Familia sufragó parte del pago de 

la ubicación del señor Rodríguez Ramos, hasta su 

fallecimiento el 12 de mayo de 2019.   

Desde que el señor Rodríguez Ramos fue declarado 

incapaz, su prima, la Sra. Carmen Celia Mulero (señora 

Mulero), fungió como su tutora legal.  Sin embargo, 

durante una vista llevada a cabo el 29 de enero de 2018, 

la señora Mulero solicitó ser relevada del cargo de 

tutora.  Así, el foro primario señaló una vista de 

sustitución de tutor, que se llevó a cabo el 25 de marzo 

de 2019.  Durante la referida vista, el Departamento de 

la Familia se allanó a asumir la tutela del señor 

Rodríguez Ramos, con el aval de la Procuradora de 

Relaciones de Familia que también se encontraba 

presente.   

Consecuentemente, el 25 de marzo de 2019, el foro 

primario emitió una Resolución, que fue notificada el 5 

de abril de 2019.1  Mediante esta, el foro primario 

declaró Con Lugar la solicitud de cambio de tutor y 

nombró al Departamento de la Familia como tutor del señor 

Rodríguez Ramos.  En la misma Resolución, el foro 

primario expresó que expediría la Carta de Tutela para 

acreditar las facultades del tutor designado y le 

concedió un término de treinta (30) días para presentar 

el inventario de bienes.  Además, le concedió quince 

(15) días al Departamento de la Familia para presentar 

la Carta de Tutela y el Proyecto de Resolución.   

Así también, mediante una Orden separada, que fue 

emitida y notificada en iguales fechas, el foro primario 

le ordenó a la señora Mulero que, en un término de veinte 

 
1 Resolución, anejo 14, págs. 33-34 del apéndice del recurso. 
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(20) días, presentase los informes de tutela que no 

presentó durante el tiempo que fungió como tutora.  El 

referido término transcurrió de junio de 2018 hasta 

marzo de 2019.2 

Luego de una serie de incidencias procesales, el 4 

de octubre de 2021, el foro primario emitió la Orden 

recurrida, la cual fue notificada el 25 de octubre de 

2021.3  Mediante esta, le ordenó al Departamento de la 

Familia presentar el Informe Final de Cuentas de Tutela 

correspondiente al periodo que transcurrió entre el 25 

de marzo de 2019, hasta la muerte del señor Rodríguez 

Ramos el 12 de mayo de 2019.  Además, le concedió un 

término de veinte (20) días para informar los nombres de 

los presuntos herederos y notificarles el referido 

informe.  Así también, pautó una vista de seguimiento, 

que se llevará a cabo el próximo lunes, 20 de diciembre. 

Insatisfecho con la referida Orden, el 23 de 

noviembre de 2021, el Departamento de la Familia 

presentó el Certiorari de epígrafe.  Mediante este, 

adujo que el foro primario cometió el siguiente error: 

La Sala Superior abusó de su discreción al 

ordenar la designación como tutor de un 

incapaz a una instrumentalidad del Estado 

Libre Asociado sin capacidad jurídica y que, 

conforme al Código Civil de 1930, vigente en 

aquel momento, estaba impedida de entrar al 

registro de tutela, ya que la disposición por 

la cual se difirió el cargo de tutor es 

contraria a la ley, a la moral y al orden 

público a los efectos de hacer dicho cargo 

ilegal e inexistente. 

 

 Así, en el ejercicio de nuestra discreción y con el 

propósito de lograr el “más justo y eficiente despacho” 

del asunto ante nuestra consideración, prescindimos de 

términos, escritos o procedimientos ulteriores.  Regla 

 
2 Orden, pág. 35 del apéndice del recurso. 
3 Orden, pág. 3 del apéndice del recurso. 
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(7)(B)(5) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 7.  Consecuentemente, y luego de 

evaluar los argumentos formulados por el Departamento de 

la Familia en el recurso de epígrafe, resolvemos. 

II. 

La Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 52.1, delimita las instancias en que el 

Tribunal de Apelaciones expedirá un recurso de 

certiorari para revisar resoluciones u órdenes 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia.  Es decir, cuando “se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo”.  

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. 

Asimismo, dispone los supuestos en que este foro 

intermedio podrá revisarlas, con carácter discrecional 

y a manera de excepción, en las siguientes instancias: 

[C]uando se recurra de decisiones sobre la 

admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en 

casos de relaciones de familia, en casos que 

revistan interés público o en cualquier otra 

situación en la cual esperar a la apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia. 

 

(Negrillas suplidas). 

 

Por su parte, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 40, 

establece los criterios que este foro debe tomar en 

consideración al atender una solicitud de expedición de 

este recurso discrecional; a saber, si el remedio y la 

disposición de la decisión recurrida, a diferencia de 

sus fundamentos, son contrarios a derecho.  Así también, 

debemos tomar en consideración si ha mediado prejuicio, 

parcialidad o error craso y manifiesto en la apreciación 
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de la prueba por parte del Tribunal de Primera 

Instancia.   

También examinaremos si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz de los autos 

originales o de alegatos más elaborados, o si la etapa 

del procedimiento en que se presenta el caso es la más 

propicia para su consideración.  Finalmente, debemos 

analizar si la expedición del auto solicitado evita un 

fracaso de la justicia.  Véase, Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, supra. 

III. 

 Como único señalamiento de error, el Departamento 

de la Familia adujo que el foro primario abusó de su 

discreción al ordenar la designación como tutor de un 

incapaz a una instrumentalidad del Estado Libre 

Asociado, sin capacidad jurídica.  Además, que, conforme 

al Código Civil de 1930, vigente en aquel momento, estaba 

impedida de entrar al registro de tutela, ya que la 

disposición por la cual se difirió el cargo de tutor es 

contraria a la ley, a la moral y al orden público, a los 

efectos de hacer dicho cargo ilegal e inexistente. 

 Como parte de la argumentación que gira en torno al 

señalamiento de error formulado, el Departamento de la 

Familia planteó, en esencia, que el Artículo 171 del 

derogado Código Civil de 1930, 31 LPRA sec. 665,4 dispone 

que el cuidado de las personas sujetas a tutela y de sus 

bienes muebles, corresponde al Procurador de Relaciones 

 
4 Tomamos conocimiento judicial respecto al hecho de que el estado 

de derecho vigente es la Ley Núm. 55-2020, según enmendada, 31 LPRA 

sec. 5311 et seq., Código Civil de Puerto Rico de 2020.  Hacemos 

constar que este cuerpo normativo vigente no contiene una 

disposición análoga al Artículo 171 del derogado Código Civil de 

1930, ni tampoco dispone que el cuidado de las personas sujetas a 

tutela y de sus bienes muebles, corresponda al Procurador de 

Relaciones de Familia o al Fiscal de Distrito. 
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de Familia o al Fiscal de Distrito.  Ello, hasta tanto 

se concrete el nombramiento de un tutor o una tutora en 

propiedad.  Además, argumentó, en síntesis, que el foro 

primario estaba impedido de emitir la Orden recurrida 

para ordenarle presentar un Informe Final de Cuentas de 

Tutela, si la tutela en cuestión nunca se concretó, al 

no haberse expedido la Carta de Tutela, ni haberse 

inscrito en el Registro de Tutelas, como lo exige el 

Artículo 173 del Código Civil de 1930, 31 LPRA sec. 667. 

 Sin embargo, llama a nuestra atención el hecho de 

que, tal y como mencionáramos, durante la vista de 

sustitución de tutor llevada a cabo el 25 de marzo de 

2019, el Departamento de la Familia asumió 

voluntariamente la tutela del señor Rodríguez Ramos.  

Además, destacamos que dicho curso de acción también fue 

avalado por una Procuradora de Relaciones que se 

encontraba presente ese día en sala.  Así, también llama 

a nuestra atención el hecho de que el Departamento de la 

Familia no impugnara antes la designación como tutor 

legal del señor Rodríguez Ramos.  Recalcamos que no es 

hasta luego del fallecimiento del señor Rodríguez Ramos 

el 12 de mayo de 2019 que el Departamento de la Familia 

planteó la presunta ilegalidad e inexistencia del cargo 

de tutela que, según argumentó, nunca asumió 

propiamente.5 

 En vista de lo antes mencionado, y en consideración 

a los criterios de nuestra Regla 40, supra, consideramos 

que el curso de acción apropiado en esta etapa de os 

procedimientos es abstenernos de intervenir con lo 

 
5 Véase, Moción Solicitando Reconsideración y en Solicitud de varios 

Remedios, anejo 16, págs. 38-49 del apéndice del recurso, presentada 

por el Departamento de la Familia el 27 de septiembre de 2019, en 

la que solicitó del foro primario que dejase sin efecto el 

nombramiento de tutor, así como las órdenes emitidas a esos efectos. 
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ordenado por el foro primario en el dictamen recurrido 

y permitirle llevar a cabo la vista que está pautada 

para el 20 de diciembre de 2021.  Consideramos que la 

referida vista proveerá el espacio necesario para que el 

Departamento de la Familia formule ante el foro primario 

los planteamientos que considere pertinentes al rol 

voluntariamente asumido como tutor del señor Rodríguez 

Ramos.   

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se DENIEGA el 

certiorari solicitado. 

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


